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REAL DECRETO LEY 2020, DE XX DE ABRIL DE 2020 DE MEDIDAS 

PROCESALES Y ORGANIZATIVAS PARA HACER FRENTE AL COVID-19 EN EL 

ÁMBITO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

El presente real decreto-ley se estructura en tres capítulos, que contienen un total de 

veintisiete artículos, una disposición adicional, dos disposiciones transitorias, una 

disposición derogatoria y seis disposiciones finales. 

• El capítulo I regula las medidas de carácter procesal (artículos 1 a 7) 

• En el capítulo II se incluyen medidas en el ámbito concursal y societario 

(artículos 8 a 18) 

• El capítulo III regula medidas de carácter organizativo y tecnológico 

(artículos 19 a 28) 

• Disposiciones finales (primera a cuarta) 

Disposición final sexta. Entrada en vigor.  

Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado». 

Disposición derogatoria única.  

Queda derogado el artículo 43 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 

urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19. 

El capítulo I (artículos 1 a 7) regula las medidas de carácter procesal. 

• Posibilidad de convertir órganos judiciales en todo o parte en órganos 

asociados temporalmente a los asuntos derivados de la crisis del Covid-19. 



• Habilitación, en los ámbitos en que sean inhábiles, de los días comprendidos 

entre el 11 y el 31 de agosto. 

• Permitir que los Jueces de Adscripción Territorial (jueces de carrera que actúan 

como refuerzo o cubren vacantes y ausencias en juzgados y tribunales) puedan 

ser asignados preferentemente a los asuntos derivados de la pandemia. 

• Habilitar a los letrados de administración de Justicia en prácticas, aquellos que 

han aprobado la oposición, pero todavía no se han incorporado como titulares a 

los juzgados, realicen labores de sustitución y refuerzo. 

• Posibilidad de que los funcionarios de cada juzgado, tribunal o fiscalía 

desempeñen sus funciones en otra unidad de la misma localidad y el mismo 

orden jurisdiccional. 

• Los plazos procesales que hubieran quedado suspendidos con la declaración 

del estado de alarma comenzarán su cómputo desde cero. Si son plazos para 

presentar recursos, se amplían por un periodo igual al previsto por la ley. 

• Se regula un procedimiento especial, preferente y sumario para cuestiones de 

familia derivadas de la pandemia relativas a regímenes de visitas o custodias 

compartidas no disfrutadas, así como a ajustes en las pensiones para 

progenitores en situación de vulnerabilidad por el Covid-19. 

• En el caso de los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE), se 

permite que los que no alcancen los umbrales del despido colectivo (en 

particular los de las Pymes) se puedan regir por un proceso más simple y 

rápido como es el del conflicto colectivo, sin privar al trabajador del derecho a 

impugnarlo de manera individual. 

• Se introduce una disposición para que el Registro Civil no tenga que tramitar de 

nuevo los expedientes de matrimonio ya tramitados y suspendidos por el 

confinamiento. Se trata de que las personas que hayan planificado su boda y 

no hayan podido celebrarla no se enfrenten a nuevos retrasos. 

• Se dará preferencia a cuatro tipos de actuaciones: las que tengan que ver con 

la protección de los menores; los casos en los que una entidad financiera o un 

arrendador no reconozca la moratoria de las hipotecas o en los contratos de 

alquiler; los recursos contra las administraciones por la denegación de ayudas 

para paliar los efectos económicos del Covid-19, y los asuntos laborales 

relacionados con despidos o extinción de contratos de trabajo y los derivados 



de la recuperación de las horas de trabajo no prestadas durante el permiso 

retribuido establecido durante la crisis. 

El capítulo I regula las medidas de carácter procesal. En primer término, se establecen 

una serie de disposiciones dirigidas a retomar la actividad ordinaria de los 

juzgados, además de dar respuesta al previsible incremento de la litigiosidad que 

se derivará de la propia crisis sanitaria. En este sentido, se habilita excepcionalmente 

y de forma parcial el mes de agosto, pretendiendo con ello dar continuidad a la 

actividad judicial durante este mes que, de ordinario y con carácter general, es 

inhábil en el ámbito de la Administración de Justicia. En efecto, el artículo 183 de la 

Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, declara, con carácter general, 

como días inhábiles los del mes de agosto para todas las actuaciones judiciales, si bien 

permite que las leyes procesales declaren urgentes actuaciones procesales, para las 

cuales se considerarán, en todo o en parte, hábiles los días del mes de agosto. 

Pues bien, mediante este real decreto-ley, en el que se contienen normas legales 

procesales para poder reactivar la actividad judicial y recuperar para los 

ciudadanos este servicio público esencial, en aplicación de dicho precepto de la 

Ley Orgánica 1/1985, de 18 de enero, de forma excepcional para ese año 2020, se 

declaran urgentes todas las actuaciones procesales y declara hábiles para su 

realización los días 11 a 31 del citado mes. Es obvio que para poder recuperar, al 

menos parcialmente, la actividad procesal que no se pueda realizar en el periodo en el 

que el estado de alarma esté en vigor, se hace urgente y necesario declarar estos días 

como hábiles. Esto va a exigir a todos los operadores jurídicos que trabajan en la 

Administración de Justicia y a los profesionales que se relacionan con ella un 

esfuerzo adicional al que hacen diariamente para garantizar y proteger los 

derechos de los ciudadanos, y les va a conferir la responsabilidad de ser agentes 

fundamentales en ese proceso que tiene que iniciar nuestra sociedad para volver 

progresivamente a la normalidad. Esta medida también va a exigir a todas las 

Administraciones e instituciones implicadas una cuidadosa labor de organización y 

coordinación. En definitiva, se trata de aunar fuerzas por parte de todos los que trabajan 

en la Administración de Justicia, se relacionan con ella o la dirigen para ayudar a la 

sociedad y a la economía a recuperarse lo más pronto posible de las consecuencias 

negativas que deje tras de sí la crisis del COVID-19. 

Por otra parte, los plazos y términos previstos en las leyes procesales quedaron 

afectados como consecuencia de la declaración del estado de alarma para la gestión de 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 con la entrada en vigor del 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, salvo los supuestos excepcionados en la 



disposición adicional segunda del mismo real decreto. En aras de la seguridad jurídica 

resulta necesario establecer unas reglas generales para el cómputo de los plazos, 

optándose en el artículo 3 por el reinicio del cómputo de los plazos y por no tomar 

en consideración, por tanto, el plazo que hubiera transcurrido previamente a la 

declaración del estado de alarma. 

Asimismo, aunque los plazos procesales han sido suspendidos en los términos que se 

ha descrito anteriormente, los jueces y magistrados han venido dictando sentencias y 

otras resoluciones y se ha continuado con su notificación en la medida en que ha sido 

posible en función de la reducción de actividad del personal al servicio de la 

Administración de Justicia. Es previsible, en consecuencia, que en los primeros días 

en que se retome la actividad judicial ordinaria tras el levantamiento de la 

suspensión de los plazos procesales, se produzca un notorio incremento en el 

número de recursos presentados frente a dichas resoluciones. Debe garantizarse 

que la vuelta a la normalidad, una vez se reactiven los plazos y el servicio de 

notificaciones, no suponga un colapso de las plataformas para presentación de escritos 

y demandas, y que los juzgados y tribunales puedan dar respuesta a todos ellos, así 

como que los profesionales que se relacionan con la Administración de Justicia tengan 

el tiempo necesario para preparar los escritos procesales en aras a proteger el derecho 

de defensa de sus clientes y representados. Para ello, se acuerda la ampliación de 

los plazos para la presentación de recursos contra sentencias y otras 

resoluciones que ponen fin al procedimiento y sean notificadas durante la 

suspensión de plazos establecida en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así 

como las que sean notificadas dentro de los veinte días hábiles siguientes al 

levantamiento de los plazos procesales suspendidos, permitiendo de esta manera 

que estos puedan presentarse de forma escalonada en un plazo más prolongado 

de tiempo, y no concentrados en escasos días después del citado levantamiento. 

De particular interés es la regulación «ex novo» de un procedimiento especial y sumario 

para la resolución de cuestiones relativas al derecho de familia directamente derivadas 

de la crisis sanitaria. Las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias han tenido 

incidencia en el normal desarrollo del régimen de custodia y de visitas de menores, 

provocando en ocasiones desequilibrios en los tiempos de disfrute, lo cual es previsible 

que pueda desembocar en demandas y solicitudes ante los juzgados con competencias 

en materia de derecho de familia. 

Por otra parte, las consecuencias económicas que se derivarán de la crisis del 

COVID-19 pueden conllevar alteraciones en las situaciones económicas de las 

personas obligadas al pago de pensiones alimenticias o bien en las situaciones 



de quienes las reciben, lo que dará lugar a que sean instados procedimientos para 

la modificación de tales medidas. Para dar una respuesta rápida y eficaz a tales 

pretensiones, se regula en presente real decreto-ley este procedimiento especial 

pensando en particular en el interés superior de las personas menores afectadas 

y contribuyendo a su mejor protección. 

En el capítulo II (artículos 8 a 18) se incluyen medidas en el ámbito concursal y 

societario. 

• Se recupera la figura del reconvenio: durante el año siguiente a la declaración 

del estado de alarma la empresa o autónomo concursado podrá presentar una 

propuesta de modificación del convenio concursal que estuviera en período de 

incumplimiento 

• Se aplaza durante un año desde la declaración del estado de alarma el deber 

de deudor que tuviera un convenio suscrito con los acreedores y que 

previsiblemente no pueda cumplir, siempre que presente una propuesta de 

modificación del convenio. 

• Se permite a los deudores que tuvieran un acuerdo de refinanciación 

homologado presentar propuesta de modificación o una nueva solicitud sin 

necesidad de que haya transcurrido el plazo de un año desde la anterior 

solicitud. 

• Las empresas o autónomos que se encuentren en estado de insolvencia no 

tendrán la obligación de solicitar la declaración de concurso hasta el 31 de 

diciembre de 2020. Hasta esa misma fecha, los jueces no admitirán a trámite 

las solicitudes de concurso necesario presentadas desde el estado de alarma. 

La crisis sanitaria del COVID-19 constituye un obstáculo adicional a la viabilidad de las 

empresas concursadas que puede determinar, bien la imposibilidad de suscribir o 

cumplir un convenio, abocando a las empresas a la liquidación, o bien una mayor 

dificultad de enajenar una unidad productiva que pudiera resultar viable. 

Es por ello que en el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 

medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente 

al COVID-19, extendió a estas empresas la posibilidad de acceder a un expediente de 

regulación temporal de empleo en los términos del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 



social del COVID-19. A las medidas ya adoptadas en dicho real decreto-ley, se 

añaden ahora otras, con una triple finalidad: 

• En primer lugar, mantener la continuidad económica de las empresas, 

profesionales y autónomos que, con anterioridad a la entrada en vigor del 

estado de alarma, venían cumpliendo regularmente las obligaciones 

derivadas de un convenio, de un acuerdo extrajudicial de pagos o de un 

acuerdo de refinanciación homologado. Respecto de estos deudores, se aplaza 

el deber de solicitar la apertura de la fase de liquidación cuando, durante la 

vigencia del convenio, el deudor conozca la imposibilidad de cumplir los pagos 

comprometidos y las obligaciones contraídas con posterioridad a la aprobación 

de aquel; así mismo, se facilita la modificación del convenio o del acuerdo 

extrajudicial de pagos o del acuerdo de refinanciación homologado. Respecto 

de estos últimos se permite además la presentación de nueva solicitud sin 

necesidad de que transcurra un año desde la presentación de la anterior. 

• En segundo lugar, se trata de potenciar e incentivar la financiación de las 

empresas para atender sus necesidades transitorias de liquidez, 

calificando como créditos contra la masa, llegado el caso de liquidación, 

los créditos derivados de compromisos de financiación o de prestación 

de garantías a cargo de terceros, incluidas las personas especialmente 

relacionadas con el concursado, que figuraran en la propuesta de 

convenio o en la propuesta de modificación del ya aprobado por el juez. 

En este mismo sentido, con el fin de facilitar el crédito y la liquidez de la 

empresa, se califican como ordinarios los créditos de las personas 

especialmente vinculadas con el deudor en los concursos que pudieran 

declararse dentro de los dos años siguientes a la declaración del estado de 

alarma. 

• Por último, para evitar el previsible aumento de litigiosidad en relación con 

la tramitación de concursos de acreedores en los Juzgados de lo 

Mercantil y de Primera Instancia, se establecen una serie de normas de 

agilización del proceso concursal, como la confesión de la insolvencia, la 

tramitación preferente de determinadas actuaciones tendentes a la 

protección de los derechos de los trabajadores, a mantener la continuidad 

de la empresa y a conservar el valor de bienes y derechos, así como la 

simplificación de determinados actos e incidentes (subastas, 



impugnación de inventario y listas de acreedores o aprobación de planes 

de liquidación). 

Finalmente, dentro de este Capítulo II se establecen dos normas que tratan de atenuar 

temporal y excepcionalmente las consecuencias que tendría la aplicación en la 

actual situación de las normas generales sobre disolución de sociedades de 

capital y sobre declaración de concurso, de modo tal que se permita a las empresas 

ganar tiempo para poder reestructurar su deuda, conseguir liquidez y compensar 

pérdidas, ya sea por la recuperación de su actividad ordinaria o por el acceso al crédito 

o a las ayudas públicas. 

1. De esta forma, se amplía la suspensión del deber de solicitar la 

declaración de concurso de acreedores hasta el 31 de diciembre de 2020 y 

2. se prevé que a los efectos de la causa legal de disolución por pérdidas no 

se computen las del presente ejercicio. 

Al hilo de lo anterior, en la disposición derogatoria se deroga el artículo 43 del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 

frente al impacto económico y social del COVID-19, que establecía la suspensión del 

deber de solicitar el concurso durante la vigencia del estado de alarma y preveía que los 

jueces no admitirían a trámite solicitudes de concurso necesario hasta transcurridos dos 

meses desde la finalización de dicho estado. Se trata, en definitiva, de evitar que el 

escenario posterior a la superación de la crisis del COVID-19 nos lleve a declaraciones 

de concurso o apertura de la fase de liquidación respecto de empresas que podrían ser 

viables en condiciones generales de mercado (valor en funcionamiento superior al valor 

de liquidación), con la consiguiente destrucción de tejido productivo y de puestos de 

trabajo. 

El capítulo III (artículos 19 a 28) regula medidas de carácter organizativo y 

tecnológico destinadas a afrontar de manera inmediata las consecuencias, ya 

expuestas, que ha tenido la crisis del COVID-19 sobre la Administración de Justicia. 

• Para garantizar la distancia de seguridad y evitar concentraciones de personal 

se regula la posibilidad de establecer dos turnos de trabajo de mañana y tarde. 

• La atención al público será telefónica o por correo electrónico y solo en caso 

necesario, presencialmente, pero siempre con cita previa. 



• Los actos procesales y las deliberaciones serán preferentemente con presencia 

telemática, salvo en el ámbito penal, en el que será el juez quien decida. 

Siempre será necesaria la presencia física del acusado en delitos graves. 

• Se permite ordenar el acceso del público a las salas de vistas en atención a las 

características y tamaño de las mismas. 

• Se dispensará a los abogados de usar las togas. 

• Las exploraciones de los médicos forenses, siempre que sea posible, se harán 

a la vista de la documentación médica. 

• Habilitar y mejorar el uso de los sistemas de identificación y firma digital en la 

administración de Justicia. 

• Establecer una obligación general tanto para el Ministerio de Justicia como para 

las comunidades autónomas con competencias en la materia de garantizar que 

los sistemas de gestión procesal de los juzgados y tribunales de todas las 

comunidades autónomas permitan el teletrabajo. 

El capítulo III regula medidas de carácter organizativo y tecnológico destinadas a 

afrontar de manera inmediata las consecuencias, ya expuestas, que ha tenido la crisis 

del COVID-19 sobre la Administración de Justicia. Así, se establece la celebración de 

actos procesales preferentemente mediante la presencia telemática de los 

intervinientes para garantizar la protección de la salud de las personas y minimizar 

el riesgo de contagio. No obstante, en el orden jurisdiccional penal, la celebración de 

juicios preferentemente mediante presencia telemática se exceptúa en los supuestos de 

procedimientos por delitos graves, en los que la presencia física del acusado resulta 

necesaria. Igualmente, para atender a los mismos fines, se limita el acceso del público 

a todas las actuaciones orales atendiendo a las características de las salas de vistas. 

Se posibilita, así, el mantenimiento de las distancias de seguridad y se evitan las 

aglomeraciones y el trasiego de personas en las sedes judiciales cuando ello no resulte 

imprescindible. 

Con la misma finalidad se establece un sistema de atención al público por vía 

telefónica o a través del correo electrónico habilitado a tal efecto, de tal forma que 

se limita la atención presencial a los supuestos estrictamente necesarios y 

únicamente mediante cita previa. 

La recuperación de la actividad ordinaria de las oficinas judiciales y fiscales requiere no 

dilatar el plazo de reincorporación tras el levantamiento de las principales restricciones 



y de esta forma establecer medidas que coadyuven a afrontar con el menor impacto 

posible el incremento de litigiosidad. De este modo, se prevé la creación de unidades 

judiciales para el conocimiento de asuntos derivados del COVID-19 y se establece 

la posibilidad de que los Letrados y Letradas de la Administración de Justicia 

puedan, durante el periodo de prácticas, realizar funciones de sustitución o 

refuerzo, entre otras medidas. Con ello se pretende atender la urgente necesidad de 

regularizar la situación de juzgados y tribunales para hacer efectivo el derecho a la tutela 

judicial efectiva sin dilaciones indebidas. 

Además, tal objetivo ha de compatibilizarse con la adecuada protección de la salud 

del personal de la Administración de Justicia, del resto de profesionales y de los 

particulares que acuden a sus sedes. Por ello, se precisan medidas que supongan 

la distribución temporal de la prestación de servicios por el personal de las 

oficinas judiciales, de forma que puedan cumplir con su horario habitual de forma 

sucesiva. 

Con tal objeto, se establecen jornadas de trabajo de mañana o tarde, evitando con 

ello la coincidencia de todo el personal en las mismas horas. El cumplimiento de 

ese horario por distinto personal al servicio de la Administración de Justicia, aun 

sin ampliación de jornada, permite, además, la celebración de juicios y vistas no 

solo en horario de mañana, sino también durante las tardes 

Disposiciones finales (primera a cuarta) 

En la disposición final primera se modifica la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora 

del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la 

Administración de Justicia, facilitando el acceso remoto a las aplicaciones 

utilizadas para la gestión procesal, fomentando así el teletrabajo, y se modifica el 

sistema de identificación y firma reconocidos, disociando uno de otro, en los 

mismos términos que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En particular, facilitar el 

acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la gestión procesal, así como el acceso 

de los ciudadanos y ciudadanas a los servicios electrónicos en la Administración de 

Justicia, implicará que todos los órganos, oficinas judiciales y fiscalías se doten de los 

medios e instrumentos electrónicos y de los sistemas de información necesarios y 

suficientes para poder desarrollar su función eficientemente. 

La disposición final segunda modifica y amplía la «vacatio legis» de la Ley 20/2011, 

de 21 de julio, del Registro Civil, hasta el 30 de abril de 2021. La actual coyuntura y 



la necesidad de concentrar los esfuerzos en la recuperación de la actividad en el 

Registro Civil impide abordar en estos momentos el cambio organizativo y de 

funcionamiento que requiere en tan corto periodo de tiempo por lo que resulta necesario 

ampliarlo para garantizar su adecuada y plena entrada en vigor. 

Con la disposición final tercera se introduce una mejora técnica en la modificación 

del artículo 159.4, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, aprobada por el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 

complementarias para apoyar la economía y el empleo. 

En las disposiciones finales cuarta y quinta se amplía la posibilidad de 

disponibilidad de planes de pensiones para los trabajadores por cuenta propia o 

autónomos a los casos en que, sin cesar en su actividad, hayan tenido una 

reducción de, al menos, el 75 por ciento en su facturación como consecuencia de 

la situación de crisis sanitaria. La modificación se realiza mediante ajustes puntuales 

en la redacción de la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, 

de 31 de marzo,para añadir al supuesto ya recogido de cese de actividad el nuevo de 

reducción de facturación en, al menos, un 75 por ciento; la definición del supuesto de 

reducción de facturación se ajusta a la empleada en la nueva redacción dada por el Real 

Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, al artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, en relación con la prestación extraordinaria por cese de actividad. También se 

modifica el artículo 23 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, para concretar 

la justificación acreditativa de esta situación ante la entidad gestora de fondos de 

pensiones. Sobre esta última cuestión cabe señalar que para justificar la reducción de 

la facturación se hace una remisión a lo ya previsto para la acreditación de ese volumen 

de facturación en la solicitud de prestación pública extraordinaria por cese de actividad 

del autónomo que incluye el mismo supuesto de reducción del 75 por ciento de la 

facturación. Con ello, la misma documentación servirá al trabajador autónomo para 

acreditar su circunstancia de reducción de facturación tanto en el caso de la prestación 

pública como en el de la disponibilidad de sus planes de pensiones. Se mantienen todos 

los demás aspectos de la disponibilidad de planes de pensiones regulados en ambos 

reales decretos-ley, referentes a la cuantía, vinculada a la pérdida de ingresos netos 

estimados, y al periodo de estado de alarma y un mes adicional. 

Asimismo, la disposición final cuarta, teniendo en cuenta la evolución de la 

pandemia y sus efectos en los ingresos de muchos hogares, amplía los plazos 

establecidos en los artículos 4 y 8 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 

por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 

económico para hacer frente al COVID-19, para que el arrendatario de vivienda 



habitual pueda realizar la solicitud de aplazamiento temporal y extraordinario del 

pago de la renta. También se modifican determinados aspectos del artículo 9 con objeto 

de dar mayor agilidad a la tramitación de la línea de ayudas transitorias de financiación, 

de forma que pueda estar operativa para los arrendatarios en situación de vulnerabilidad 

en el plazo más breve posible. 

Consejo General de Economistas  
 

 


